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Proceso Deslinde y Amojonamiento 

Demandante Omar Villamizar Camacho 

Demandado María Dolores Yepes de Arango 

Radicado 05001 31 03 003 2023 00289 01 

Instancia Segunda  

Procedencia Juzgado Tercero Civil del Circuito de Medellín 

Ponente Luís Enrique Gil Marín 

Asunto Interlocutorio No. 174 

Decisión Revoca 

Tema Rechazo demanda 

Subtema Requisitos que debe cumplir la demanda. La 
audiencia conciliación como requisito de 
procedebilidad y solicitud de medidas cautelares.  

 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 

 

SALA SEGUNDA DE DECISION CIVIL 

 

Medellín, catorce de diciembre de dos mil veintitrés 

 

I. OBJETO 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por el 

extremo activo, contra el auto proferido el cinco (5) de 

septiembre de la presente anualidad, por el JUZGADO 

TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, que 

rechazó la demanda instaurada por OMAR VILLAMIZAR 
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CAMACHO, en contra de MARÍA DOLORES YEPES DE 

ARANGO, porque no se cumplieron los requisitos 

echados de menos. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Por auto del ocho (8) de agosto último, se inadmitió la 

demanda para que en el término de cinco (5) días, so 

pena de ser rechazada, se cumpliera con los requisitos a 

saber:  

 

“1. Los certificados de tradición y libertad de los 

inmuebles objeto del litigio deberán aportarse con una 

expedición no mayor a 30 días; obsérvese que los 

allegados en los anexos datan del 09 de mayo de 2023 y 

es posible que desde esa fecha haya cambiado la 

situación jurídica de los inmuebles. 

 

“2. De conformidad con el numeral 2 del artículo 82 del 

CGP se deberá indicar el domicilio, tanto, del 

demandante, como, de la demandada. 

 

“3. El numeral 4 del artículo 82 del Código General del 

Proceso dispone que las pretensiones de las demandas se 

deben solicitar de forma precisa y clara, por lo tanto, se 

deberá: 

 

“3.1. La pretensión primera deberá re-estructurarse 

añadiendo la descripción de la línea limitatoria que se 

pretende. Para tal efecto deberá cumplirse con lo 
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establecido en el numeral 3° del artículo 401 del CGP. A 

su vez, la pretensión deberá ser replanteada en el sentido  

de solicitar que se efectúe el deslinde y amojonamiento 

entre los predios colindantes, en atención a que conforme 

a la teoría general del proceso nos encontramos frente a 

una pretensión mero-declarativa de orden constitutivo. 

 

“3.2. La pretensión segunda deberá ser adecuada o en su 

lugar eliminada, pues no se comprende el por qué se 

solicita “se deje al demandante en posesión real y 

material de su predio”, en este sentido se servirá 

sustentar en los hechos de la demanda dicha solicitud.  

 

“4. Expresará los hechos que sirven de fundamento a la 

demanda con precisión y claridad (numeral 5 artículo 82 

CGP), puntualmente, en el hecho cuarto, referente a las 

presuntas controversias a la porción de terreno 

desplegada por la parte demandada, en este sentido 

deberá concretarse de forma clara y determinada dichas 

controversias, y aludiendo a situaciones concretas bajo 

una descripción de tiempo y modo.  

 

“5. De conformidad con el numeral 10 del artículo 82 del 

CGP la parte se servirá indicar de forma precisa el lugar, 

la dirección física donde la parte que pretende demandar 

se pueda notificar., ello por cuanto lo indiciado en el 

acápite de notificación es abstracto (notificar en vereda El 

Astillero, San Antonio de Prado – Medellín) 

 

“6. La parte demandantes deberá aportar prueba de 

haberse agotado la conciliación extrajudicial, como 
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requisito de procedibilidad. Ello, por cuanto no está 

exonerada por parte de la Ley 2220 de 2022 ni del C.G.P 

de cumplir con dicho requisito; y la inscripción de la 

demanda objeto de este proceso sería de carácter legal y 

obligatoria (artículo 592 CGP), luego, no puede 

predicarse la aplicación analógica del artículo 590 del 

CGP. Por otro lado, la medida cautelar “innominada” que 

solicita es abiertamente improcedente, por cuanto el 

secuestro como medida cautelar no es procedente en los 

procesos declarativos; la medida cautelar de secuestro no 

hace parte de las medidas cautelares innominadas, ello 

por cuanto el secuestro al contar con un nombre y 

categoría dentro del ordenamiento jurídico y una 

reglamentación propia la convierte en una medida 

cautelar típica. 

 

“7. Conforme el anterior requisito, se deberá acreditar el 

cumplimiento de lo indicado en el inciso 5 del artículo 6 

de la ley 2213 de 2022, esto es, acreditar el envió de la 

demanda y sus anexos a su contraparte. 

 

“8. Se pronunciará frente a cada uno de los anteriores 

requisitos y allegará nuevo escrito de demanda que 

contenga el cumplimiento de estos, el cual deberá 

remitirse a la parte demandada conforme lo exige el 

artículo 6° de la Ley 2213 de 2022”. 

 

A pesar de que la parte demandante allegó escrito  

contentivo de los requisitos echados de menos, por auto 

del 5 de septiembre del presente año, la demanda se 

rechazó porque entre los requisitos que se tenían que 
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suplir, no se cumplieron a calidad los siguientes: “i) 

indicar el domicilio, tanto de, la parte demandante, como 

de la parte, demandada; ii) aportar el requisito de 

procedibilidad de conciliación prejudicial, por cuanto no 

estaba eximido de agotarla; iii) enviar a su contraparte 

copia de la demanda y de la subsanación conforme lo 

estipula la Ley 2213 de 2022”. Frente al primer requisito, 

expresa que en la demanda no se indicó el domicilio de 

las partes, solo se hizo referencia al lugar donde 

recibirían notificaciones; precisando que el domicilio y el 

lugar de notificaciones son conceptos diferentes. 

 

En relación a la segunda exigencia, para que se aportara 

prueba de haber agotado la conciliación previa como 

requisito de procedibilidad; al subsanar la demanda se 

indicó que no era necesario porque se solicitó una medida 

cautelar y conforme con el parágrafo 1° del artículo 590 

del C.G.P.; solo es necesario que medie una solicitud de 

medida cautelar aunque no sea procedente u obligatoria; 

en este caso, como medida previa innominada, solicitó la 

aprehensión y administración del terreno en disputa; lo 

que considera el juzgado que no es de recibo, toda vez, 

que en este tipo de procesos, se necesita agotar la 

conciliación previa como requisito de procedibilidad, 

porque la medida cautelar de inscripción de la demanda, 

no es una cautela rogada, toda vez, que se debe decretar 

obligatoriamente al tenor de lo previsto en el art. 592 

Ibídem; amén, que la medida innominada solicitada es 

notoriamente improcedente; pues si bien se pretende 

“entrega en tenencia a administración de la misma a un 

auxiliar de la justicia solicite”, ello realmente corresponde 
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a un secuestro de la franja de terreno en disputa y, esa 

medida es impertinente en los procesos declarativos 

antes de la sentencia estimatoria de primera instancia; 

por lo tanto, no se trata de una medida innominada, 

como lo ha sostenido la jurisprudencia; tampoco es de 

recibo, que sea suficiente solicitar las medidas cautelares 

así sean improcedentes o que se deban decretar de oficio, 

para evadir la conciliación prejudicial, como lo ha 

señalado la Corte Suprema de Justicia en sentencia 

STC3028 de 2020. 

 

Finalmente, y en torno al tercer requisito, no se cumplió 

con la obligación de enviar la demanda a la contraparte, 

como lo ordena el art. 6 de la Ley 2213 de 2022; pues 

solo se indicó que no se procedió a ello, porque se había 

solicitado una medida cautelar; lo que no es procedente 

conforme lo indicado líneas atrás.  

 

Contra esta decisión, el extremo activo interpuso el 

recurso de apelación, señalando que, cumplió con los 

requisitos exigidos; toda vez, que el domicilio de las 

partes fue informado en la demanda; que en el acápite de 

presentación de las partes indica, que tanto el 

demandante como la demandada, son mayores de edad y 

de esta vecindad; en el ítem de notificaciones se precisó 

las direcciones correspondientes a la ciudad de Medellín y, 

en el escrito de subsanación reiteró lo ya indicado, y 

precisó: “Se señala nuevamente que el lugar de domicilio 

tanto de la parte demandante, como demandada es el 

municipio de Medellín, Corregimiento de San Antonio de 

Prado, Vereda El Astillero”. 
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Frente al agotamiento de la audiencia previa de 

conciliación como requisito de procedibilidad, precisa que, 

no está obligado a agotarla, porque la norma que regula 

el asunto es clara en sostener que basta con la solicitud 

de medida cautelar, para exonerarse de allegar la 

conciliación previa; amén, que la jurisprudencia que trae 

como sustento el Despacho no ha sido aceptada 

pacíficamente, como se desprende de los salvamentos de 

votos y en contrasentido, transcribe algunos apartes de la 

sentencia STC 16804 – 2021 y, en relación a la 

declaratoria de improcedencia de la medida cautelar 

innominada solicitada, considera que, se dejaron de 

analizar a cabalidad los requisitos para su procedencia, 

conforme lo señala la sentencia STC 3917 de 2022; que 

pasa a transcribir en lo pertinente; por lo que estima, que 

no se puede sostener que se trate de una medida 

nominada de secuestro, porque en caso de aceptarse, 

como lo indica la sentencia STC 3028 de 2020, que el 

Juzgado trajo como fundamento, es completamente 

viable presentar una medida nominada como innominada, 

siempre que se cumplan los requisitos para ello y, que la 

cautela sea necesaria para alcanzar la efectividad de la 

sentencia; de donde colige que el auto recurrido es 

abiertamente arbitrario por desconocer el parágrafo 1° 

del art. 590 del C.G.P., el art. 6 de la Ley 2213 de 2022, 

el parágrafo 3° del artículo 67 de la Ley 2220 de 2022 y 

la sentencia STC 16804-2021. 

 

Finalmente y frente a la no remisión de copia de la 

demanda y sus anexos a la accionada, como lo manda el 
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art. 6 de la Ley 2213 de 2022; advierte que, resulta claro 

que cuando se solicitan medidas cautelares, no se debe 

agotar el requisito; pues como lo precisó en líneas 

precedentes, con apoyo en la tesis planteada en la 

sentencia STC 16804 – 2021, las medidas cautelares 

cuentan con 3 etapas a saber: solicitud, decreto y 

práctica y conforme con lo preceptuado en el parágrafo 

1°, del Art. 590 del C.G.P., basta la mera solicitud de 

cautelas, para  exonerarse de cumplir con el requisito de 

procedibilidad. Por estas razones solicita, se revoque la 

decisión recurrida y, en su lugar, se admita la demanda.  

 

Por auto del trece (13) de septiembre último, se concedió 

la impugnación en el efecto suspensivo. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

En primer lugar, se tiene que el numeral 2 del art. 82 del 

C.G.P., como uno de los requisitos de la demanda, exige 

que se debe indicar el nombre y domicilio de las partes; 

en el presente caso, si bien se pudo presentar alguna 

confusión porque la parte introductora de la demanda 

afirma que tanto el demandante como la demandada son 

mayores de edad y de esta vecindad y en el acápite de 

notificaciones informa la dirección donde éstos oirán 

notificaciones, sin hacer una manifestación expresa sobre 

su domicilio; lo cierto es que el requisito se cumplió en 

forma clara y evidente, al subsanar las exigencias 

echadas de menos, al consignar: “Se señala nuevamente 

que el lugar de domicilio tanto de la parte demandante 

como demanda es el municipio de Medellín, 
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Corregimiento de San Antonio de Prado, Vereda El 

Astillero”.      

 

En segundo lugar, en cuanto a la aportación de la 

audiencia previa de conciliación como requisito de 

procedibilidad, toda vez, que se considera que la medida 

innominada que solicitó en la demanda no es procedente; 

se constata que en este caso, la inscripción de la 

demanda es obligatoria, al tenor del art. 592 Ib., así 

mismo, que el parágrafo 1° del art. 590, ordena: “En 

todo proceso y ante cualquier jurisdicción, cuando se 

solicite la práctica de medidas cautelares se podrá acudir 

directamente al juez, sin necesidad de agotar la 

conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad”. 

 

Igualmente, el art. 38 de la Ley 640 de 2001, modificado 

por el art. 621 del C.G.P., dispone: “Requisito de 

procedibilidad en asuntos civiles. Si la materia de que 

trate es conciliable, la conciliación extrajudicial en 

derecho como requisito de procedibilidad deberá 

intentarse antes de acudir a la especialidad jurisdiccional 

civil en los procesos declarativos, con excepción de los 

divisorios, los de expropiación y aquellos en donde se 

demande o sea obligatoria la citación de indeterminados. 

 

“PARÁGRAFO. Lo anterior sin perjuicio de lo establecido 

en el parágrafo 1o del artículo 590 del Código General del 

Proceso”. 

 

 

 



10 
 

 

De lo anterior se sigue, que para acudir directamente a la 

jurisdicción sin agotar el requisito de procedibilidad, basta 

con solicitar la práctica de cautelas; en el presente caso, 

el extremo activo solicitó como medida innominada la 

aprehensión y administración del terreno en disputa; lo 

que en criterio del Tribunal resulta suficiente para acudir 

directamente a la jurisdicción, sin necesidad de agotar el 

requisito de procedibilidad, porque la norma que viene de 

transcribirse en forma genérica establece como único 

requisito para acudir directamente a la jurisdicción, que 

se solicite la práctica de medidas cautelares; se insiste, 

sin consagrar distinciones o requisitos adicionales, como 

sería la procedencia o no de dichas cautelas; es decir, 

para acudir directamente ante cualquier jurisdicción, sin 

necesidad de agotar la conciliación prejudicial como 

requisito de procedibilidad, se debe solicitar la práctica de 

medidas cautelares; es decir, basta la mera solicitud de 

cautelas, sin que sea menester el adentrarse a analizar 

sobre su procedencia, decreto y práctica. 

 

Incluso, desde que se introdujo en el ordenamiento 

jurídico colombiano la exigencia de la conciliación como 

un requisito de procedebilidad, con el propósito de que 

los contendientes logren una solución concertada de sus 

diferencias, sin tener que acudir al órgano jurisdiccional, 

con incidencia en la demanda de justicia y, de contera, en 

la excesiva congestión que presente la rama judicial, se le 

vio como una talanquera para el acceso a la jurisdicción, 

lo que impide una interpretación extensiva o analógica de 

la norma que contempla tal requisito; por el contrario, se 
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tiene que interpretar en forma restrictiva. Pero, además, 

se termina lesionando principios tan caros como los de 

celeridad, economía procesal, libre acceso a la 

administración de justicia, efectividad de los derechos 

que consagran las normas sustanciales y la tutela 

jurisdiccional efectiva; al efecto, el art. 11 del C.G.P., 

frente a la interpretación de las normas procesales, 

dispone: “Al interpretar la ley procesal el juez deberá 

tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la 

efectividad de los derechos reconocidos por la ley 

sustancial. Las dudas que surjan en la interpretación de 

las normas del presente código deberán aclararse 

mediante la aplicación de los principios constitucionales y 

generales del derecho procesal garantizando en todo caso 

el debido proceso, el derecho de defensa, la igualdad de 

las partes y los demás derechos constitucionales 

fundamentales. El juez se abstendrá de exigir y de 

cumplir formalidades innecesarias”. 

 

Frente a este tópico, destacada doctrina ha precisado: 

“Es bueno reconocer que la posibilidad de decretar 

medidas cautelares en todos los procesos declarativos 

hace menos frecuente la exigencia del intento de 

conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad, 

dado que el demandante puede acceder directamente a la 

jurisdicción siempre que formule la solicitud de medidas 

cautelares en su demanda (Art. 621)” {ROJAS GÓMEZ, 

Miguel Enrique, Código General del Proceso, comentado, 

Escuela de Actualización Jurídica, tercera edición, 2017, 

pág. 862}. 
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Igualmente, la jurisprudencia patria ha establecido:  

 

“1. La conciliación prejudicial y las medidas cautelares 

constituyen importantes instrumentos que persiguen, 

entre otras, la realización de diferentes principios de 

naturaleza constitucional como son la eficiencia judicial y 

la tutela jurisdiccional efectiva, respectivamente. 

 

“La primera de dichas instituciones es un instrumento de 

eficiencia y economía judicial destinado a impedir el 

arribo a los juzgados de aquellos asuntos que pueden 

resolverse por ese medio. En contraste, las cautelas son 

herramientas de que se sirve el derecho constitucional 

fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva para lograr 

su concreción. Sin ellas su vigencia queda expuesta. Esto 

es, sin bienes sobre los cuales hacer caer la condena, 

esta se convierte en una ilusión. 

 

“Lo expuesto refleja en el campo constitucional una 

pugna entre dos postulados de alta importancia para el 

ordenamiento jurídico (eficiencia judicial Vs tutela 

jurisdiccional efectiva), de lo que se colige con facilidad 

que al ponderar la valía de la conciliación prejudicial 

como herramienta conveniente en beneficio de la 

descongestión judicial frente a la institución cautelar 

como medio para la satisfacción de los derechos 

sustanciales, debe primar la interpretación que conforme 

al artículo 11 del referido código favorezca «la efectividad 

de los derechos reconocidos en la ley sustancial», esto 

es, que cuando medie solicitud precautoria no será 
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necesario que el demandante hubiese intentado el 

mecanismo autocompositivo en cita. 

 

“Dicho en otras palabras, es claro que en caso de 

enfrentamiento entre la eficiencia –valor importante pero 

menor- y la tutela jurisdiccional efectiva –derecho y 

principio fundamental constitucional-, el primero debe 

ceder ante el último, sin la menor dubitación, pues la 

prerrogativa supra legal prevalece ante el propósito de 

economía y descongestión. 

 

“1.1 Ahora bien, desde una hermenéutica gramatical el 

panorama no muta, pues basta remitirse al parágrafo 

primero del artículo 590 del Código General del 

Proceso para evidenciar que ha sido voluntad del 

legislador que «[e]n todo proceso y ante cualquier 

jurisdicción, cuando se solicite la práctica de medidas 

cautelares se podrá acudir directamente al juez, sin 

necesidad de agotar la conciliación prejudicial como 

requisito de procedibilidad», esto es, para el estatuto 

procesal basta la petición de cautelas para que se 

exonere al demandante del requisito de procedibilidad. 

Ello obedece en un estado constitucional a la necesidad 

de proteger, cual atrás se dijo, un postulado fundamental 

directamente relacionado con la necesidad de hacer 

efectivas las decisiones judiciales. 

 

“No es de olvidar que, el perfeccionamiento de las 

medidas cautelares supone tres etapas, a saber: su 

solicitud, decreto y práctica, como lo ha sostenido la 

doctrina sobre la materia1. La solicitud le incumbe a la 

https://vlex.com.co/vid/ley-n-expide-codigo-proceso-dictan-391649121
https://vlex.com.co/vid/ley-n-expide-codigo-proceso-dictan-391649121
https://vlex.com.co/vid/ley-n-expide-codigo-proceso-dictan-391649121
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parte que busca garantizar o anticipar el cumplimiento de 

la decisión judicial y se concreta con la petición que aquél 

presenta ante la autoridad con ese propósito. 

El decreto le compete al juez, quien está llamado, según 

sea el caso, a constatar los presupuestos de las 

precautorias, así como determinar y verificar la 

prestación de la caución, para luego adoptar las 

directrices a que haya lugar, a fin de otorgar o no la 

cautela pedida, o, incluso, cualquier otra que considere 

razonable y proporcional. Y en la práctica participan una 

multiplicidad de sujetos e instituciones que, liderados por 

el juez, ejecutarán los gravámenes, limitaciones u 

órdenes dadas por este, para de esa manera culminar 

con el trámite abordado, sin perjuicio que se adopten 

otras determinaciones más tarde, ya sea para 

modificarlas, suspenderlas o levantarlas. 

 

“Así, no existe duda que el imperativo contemplado en el 

precepto transcrito exige de la parte interesada 

únicamente requerir la medida cautelar para quedar 

relevada de intentar la conciliación prejudicial, sin que 

sea indispensable que el juzgador las decrete o practique, 

pues indicar lo opuesto contraría el tenor literal de la 

disposición legal en comento. 

 

“Y es que, si el legislador hubiese querido otra cosa, esto 

es, que dicho eximente se materializara con el decreto o 

con la práctica precautoria, así lo habría señalado de 

forma expresa, pero, como es visible, ello no ocurrió. De 

allí que mal se haría en predicar semejante sanción, 

como es el rechazo de la demanda, sin tener en cuenta la 
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norma objeto de análisis. Valga recordar que sobre la 

imposición de sanciones sin ley que las establezca -nulla 

poena sine lege-, se ha reiterado pacíficamente por esta 

Sala que: 

 

“(…) las normas sancionatorias son de 

interpretación restrictiva y no es posible extender 

su ámbito de acción a hipótesis diferentes de las 

situaciones y circunstancias que el legislador 

consideró ameritaban esa consecuencia 

desfavorable, ni tampoco es admisible desconocer 

el principio de legalidad de las sanciones 

consagrado en el artículo 29 de la Constitución 

Política de Colombia, que hace parte del núcleo 

esencial del derecho fundamental al debido 

proceso aplicable a «todas las actuaciones judiciales y 

administrativas», conforme al cual no puede existir 

pena o sanción sin ley que la establezca y precise la 

infracción o comportamiento merecedor de la 

misma. 

 

“En ese orden, no queda duda que desde una mirada 

legal la exigencia de la conciliación prejudicial sin tener 

en cuenta la eventual petición cautelar, luce contraria al 

principio de legalidad y a intereses de raigambre 

constitucional” (CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE 

CASACIÓN CIVIL, sentencia STC16804 del 7 de diciembre 

de 2021, M.P. Dr. Octavio Augusto Tejeiro Duque).  

 

No sobra poner de presente que la exoneración de la 

audiencia de conciliación, como requisito de 

https://vlex.com.co/vid/constitucion-politica-colombia-42867930
https://vlex.com.co/vid/constitucion-politica-colombia-42867930
https://vlex.com.co/vid/constitucion-politica-colombia-42867930
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procedibilidad, tiene como finalidad asegurar el éxito de 

la cautela solicitada, porque se alertaría al demandado y 

pondría en riesgo por el hecho de citarlo previo a 

presentar la demanda a tal diligencia; lo que igualmente, 

ocurre con las que el juez que tiene que decretarla de 

oficio, así no la solicite expresamente el demandante.  

 

En tercer lugar, en cuanto a que no se acreditó el envío 

de la demanda y sus anexos al demandado, conforme el 

inciso 5º del art. 6 de la Ley 2213 de 2022; se advierte, 

que la norma es del siguiente tenor: “En cualquier 

jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades 

administrativas que ejerzan funciones jurisdiccionales, 

salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se 

desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el 

demandado, el demandante, al presentar la demanda, 

simultáneamente deberá enviar por medio electrónico 

copia de ella y de sus anexos a los demandados”. 

 

De donde se sigue, que el extremo activo está eximido de 

cumplir con este requisito, toda vez, que como viene de 

indicarse, con la demanda solicitó la práctica de medidas 

cautelares. 

 

Conclusión: Consecuente con lo anterior, se revocará el 

auto recurrido y, se devolverá la actuación al Juzgado de 

origen, para que continúe con el trámite que legalmente 

corresponda, con la advertencia que no puede volver 

sobre los requisitos que dieron lugar al rechazo de la 

demanda y que fueron objeto del recurso de apelación.  
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IV. RESOLUCIÓN 

 

LA SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN,  

 

R E S U E L V E 

 

1. Por lo dicho, revocar la providencia de fecha y 

procedencia indicadas.  

 

2. Sin costas porque no se causaron.  

 

3. Ordenar devolver la actuación al Juzgado de origen, 

para que continúe con el trámite que legalmente 

corresponda. 

 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

Magistrado                         

 


